CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 43/2012.
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.- XXXXX
LAUDO 2 / 2013
En Cuenca, a diecinueve de abril de dos mil trece.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones XXXX en XXXX, provisto con D.N.I. nº XXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR - 43/2012, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXXXX, que actúa en el presente procedimiento en su propio nombre y representación, estando legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de socio de la cooperativa XXXX, en su escrito inicial de fecha 30 de septiembre de 2011 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que al demandante se le había notificado en fecha 08 de septiembre de 2011 certificación de los acuerdos adoptados en la Asamblea General celebrada en fecha 31 de agosto del mismo año, por la que se desestimaba los dos recursos interpuestos por el demandante: primeramente contra el acuerdo del Consejo Rector, de fecha 05 de mayo de 2011, por el “se rechazó la solicitud del socio para su incorporación como suplente al Consejo Rector, para suplir las dos vacantes existentes en el citado órgano.”; y simultáneamente contra la resolución del expediente sancionador dirigido contra el mismo, en base al cual se le impuso una sanción pecuniaria de 6.000 euros por la comisión de una falta muy grave.
El objeto del presente arbitraje es la impugnación contra la imposición de la sanción antes referida al demandante, tras la tramitación del preceptivo expediente disciplinario.

SEGUNDO.-    Señaló el socio en su escrito que había ostentado el cargo de presidente de la cooperativa desde el 30 de junio de 2002 hasta el 29 de agosto de 2010, en que cesó de su cargo por el acuerdo de la Asamblea, siendo nombrado en ésta como vocal suplente del Consejo Rector, con el fin de dar cobertura a las vacantes que se pudieran producir.
TERCERO.-   Que junto con el cargo societario, don XXXX era titular de una relación laboral como encargado de la cooperativa, con una antigüedad fijada desde el 21 de agosto de 2002, cesando en fecha 16 de abril de 2011 por la extinción de su contrato laboral por parte de la sociedad cooperativa, que estaría justificado en causas objetivas de carácter económico.
Dicho despido objetivo se consideró ajustado a Derecho por sentencia de fecha 25 de julio de 2011, emitida por el Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca, que posteriormente se revocó por sentencia de fecha 07 de febrero de 2012 de la Sala de lo Social, Sección Primera del TSJ de Castilla-La Mancha, que estimando el recurso de suplicación interpuesto por el demandante en este procedimiento declaró improcedente el despido, debiendo optar entonces la cooperativa entre la readmisión del despedido Sr. XXXX o el abono de una indemnización por valor de 25.192,13 euros.
CUARTO.- Que en fecha 27 de abril de 2011 se inició expediente sancionador contra el demandante por el Consejo Rector, considerando que los dos escritos entregados por el socio en relación al burofax en el que se le comunicó la extinción laboral en fecha 16 de abril de 2011, siendo ambos de fechas 16 de abril de 2011 y 20 de abril de 2011 respectivamente y de los que se dio traslado por la empleada de la cooperativa, doña XXX, al letrado de la entidad en una fecha más tardía, concretamente el 25 de abril de 2011, alegando la trabajadora frente a este retraso las excesivas tareas por la celebración de la Semana Santa.

Que la Cooperativa expresaba fundadas dudas sobre la veracidad de la fecha de los escritos presentados por don XXXXX, presumiendo una actuación en connivencia del socio con la citada trabajadora alterando de común acuerdo las fechas en beneficio de aquel, con la lógica causación de perjuicios a la cooperativa en el proceso laboral pendiente en aquellas fechas sobre el despido del demandante.
Igualmente se imputaba expresamente además en la notificación de inicio de expediente que “por los datos conocidos hasta la fecha, parece ser que D.XXXXX, ha podido obtener de forma ilegítima, otros documentos de la cooperativa, en perjuicio de la entidad cooperativa, con la colaboración de la citada trabajadora.” Por todo lo anterior, se le imputó al Sr. XXX la comisión de una falta muy grave, de las previstas en el artículo 17, letras d) y e) de los Estatutos Sociales:
“d) Las actividades que perjudiquen los intereses materiales de la Cooperativa o que generen descrédito social a la misma.

e) La falsificación de documentos, firmas, estampillas, sellos, marcas, claves o datos análogos, relevantes para la relación de la Cooperativa con sus socios o con terceros.”

QUINTO.-  Mediante escrito de fecha 23 de mayo de 2011, el demandante alegó de contrario contra el contenido del referido expediente, siendo resuelto el expediente sancionador en fecha 03 de junio de 2011 por el Consejo Rector que impuso una sanción pecuniaria por un importe de SEIS MIL EUROS (6.000 euros), según su tenor literal “por la comisión de un falta muy grave prevista en el artículo 17 e) en relación con el apartado d) de los Estatutos Sociales”. Al tiempo se señaló que la sanción se imponía en su grado medio, dado que el artículo 18 fija una horquilla sancionadora entre un mínimo de 1.200 euros hasta un máximo de 12.000 euros.
SEXTO.-  Con posterioridad se impugnó la resolución por el demandante ante la Asamblea General en su escrito de fecha 18 de julio de 2011, en el que negaba “todas y cada una de las suposiciones y presunciones que se expresan en la resolución del Consejo por absurdas y falsas”.
Habiéndose celebrado Asamblea General en fecha 31 de agosto de 2011, que se notificó al socio el 06 de septiembre de 2011, se rechazó el recurso interpuesto por el socio por 119 votos a favor, 28 votos en contra y 7 abstenciones.

SÉPTIMO.-  El demandante afirmó en su demanda, dentro del fundamento de Derecho Quinto que el actual presidente de la Cooperativa, don XXXXX, elegido en sustitución del demandante estaría incurso en una causa de incompatibilidad, ocultando a los socios su situación como Administrador único de la sociedad domiciliada en XXXXX., con un antigüedad registral en el cargo desde el 3 de marzo de 2004 y con un plazo de finalización el 3 de marzo de 2019 y no como un mero trabajador asalariado, según sus afirmaciones en la Asamblea donde fue elegido.
La incompatibilidad aducida estaría basada en el conflicto de intereses que existiría con la Cooperativa, al tener por objeto de actividad esa empresa mercantil el “alquiler de maquinaria y equipos agrícolas, compraventa, al por mayor, de salvado y paja, hostelería en general y compraventa de bienes inmuebles”, tal como consta en el Registro Mercantil, cuya nota informativa incorporó el demandante.
OCTAVO.-    El demandante como conclusión de su escrito de inicio, solicitó de este Árbitro que declarara la nulidad del acuerdo de la Asamblea General de 31 de agosto por el que se imponía la sanción objeto del presente procedimiento.

II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXX, provincia de XXX, en el calle XXX, número X, provista de C.I.F. nº XXXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del ICA de Albacete, Don XXXXX colegiado nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Don XXXXX provisto de DNI nº XXX; que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 24 de febrero de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Alegó la demandada de forma correlativa a los diferentes asuntos planteados por los socios demandantes en su escrito de solicitud, fijando así el objeto del presente procedimiento arbitral.

Así señaló primeramente que se respetó de forma escrupulosa tanto la forma como el fondo en la tramitación del expediente sancionador y en la posterior Asamblea donde se rechazó el recurso interpuesto por el socio demandante, por lo que los motivos de impugnación solo pueden versar sobre el fondo del asunto, que según las alegaciones de la entidad irían “en contra de la facultad de autoorganización que corresponde a la cooperativa.”
Se expone que para la declaración de nulidad o anulabilidad de los acuerdos sancionadores se exige la clara “contravención de una norma legal o estatutaria, clara y taxativa”, por lo que el control judicial – arbitral en este procedimiento - no podrá alcanzar a la valoración de los hechos contemplado en el acuerdo sancionador, sino en verificar si existió una base razonable para que los órganos tomen tal decisión. En resumen, debe limitarse el citado control a determinar si “se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no una base razonable para el acuerdo sancionador.”
A tal efecto, el letrado actuante como representante de la entidad incorporó numerosa jurisprudencia del Tribunal Supremo y de tribunales menores.
SEGUNDO.-  Señala la demandada que el socio solicitó en su escrito exclusivamente la declaración de nulidad de la Asamblea, sin justificar o acreditar hechos que puedan suponer su subsunción en el artículo 54 de la vigente Ley de Cooperativas, que sólo admite como tales a aquellos acuerdos contarios a la Ley, siendo calificables el resto como anulables. Considera la cooperativa que de lo alegado en el escrito de demanda sólo podría ser constitutivo de anulabilidad, aspecto que ni se solicita de forma subsidiaria en el solicito del escrito, por lo que a criterio de la demandada se debe entrar a valorar la nulidad del acuerdo asambleario, aunque al no concurrir a juicio de la sociedad que fuera atentatorio contra “ningún precepto legal, ni contra la moral o el orden público, ni existe un precepto legal que imponga la nulidad <per se> del acto, sino que, en todo caso, se trataría de un acuerdo que únicamente afecta al demandante.”
TERCERO.- Reproduce la cooperativa el relato de los hechos y la trayectoria como presidente de la entidad de don XXX, aunque señala que al cesar éste en su cargo la situación económica era precaria con importantes pérdidas, descenso del número de socios y problemas en general en el mercado del vino.

Con el fin de reducir gastos en la Cooperativa y ante la existencia de dos encargados durante todo el año, se decide la extinción del contrato del encargado con una menor antigüedad con el fin de minimizar los costes del despido, siendo don XXXX el elegido en función del referido criterio objetivo, acordando la extinción con fecha de efectos del 29 de abril de 2011.

CUARTO.-   Señala la Cooperativa que la empleada de la entidad, doña XXXXX ingresó como trabajadora cuando el demandante ocupaba el cargo de presidente, con quien se afirma la unía un “evidente grado de relación de amistad”.
Siendo la Sra. XXXXX la responsable de la gestión de la oficina, se argumenta por la Cooperativa que se estableció una estrategia en común para beneficiar al demandante en su oposición a la extinción laboral operada.

QUINTO.-   Que la actuación tanto del socio como de la trabajadora por cuenta ajena, conducente según expresa el letrado de la cooperativa a “conseguir viciar, de alguna forma, el despido objetivo realizado, y con ello, conseguir que le mismo obtuviera alguna situación de ventaja en su futura impugnación del despido”; aspecto que se conseguiría hacer valer en el ulterior recurso de suplicación en vía jurisdiccional social, a través del no cumplimiento del requisito previsto en la legislación laboral para los despidos objetivos, como es el abono simultáneo del importe de la indemnización junto con la carta de despido.
Esta connivencia motivó la apertura de sendos expedientes disciplinarios tanto contra el socio como la trabajadora Sra. XXXXX.
SEXTO.-   Según la sociedad demandada, la conducta del socio se incardina dentro del artículo 17 de los Estatutos Sociales, porque la Sra. XXXXX recepciona un escrito del demandante sobre el que articula su defensa y que según testimonia la otra trabajadora de las oficinas de la cooperativa doña XXXXX, no vio entregar ni en ese día ni en los posteriores. Pero ese citado escrito del demandante se comunica a los órganos sociales y al letrado de la cooperativa el 25 de abril de 2011, nueve días después de su teórica recepción, por lo que la sociedad mantiene en su escrito que “El hecho indudable e indubitado de la actuación connivente y fraudulenta de ambos, es que D. XXXXX se personó en la oficina de la empresa el mismo día 16 de abril (cuando se le notifica por burofax su despido por causas objetivas), si bien no presentó ningún escrito.”
Da la cooperativa por fecha real y cierta de la presentación del escrito del Sr. XXXXX el mismo día 25 de abril, cuando se remite por la Sra. XXXXX su notificación al letrado de la entidad por medio de un correo electrónico.

Continua en su exposición el representante de la cooperativa señalando diversos incumplimientos y ocultaciones que la Sra. XXXX habría realizado en perjuicio de los intereses de la cooperativa, para beneficiar la estrategia de defensa del socio demandante, cuyo argumento básico en su demanda contra la cooperativa fue el incumplimiento del requisito de abono simultaneo de la indemnización.

SÉPTIMO.-   Se señala que la Asamblea de fecha 31 de mayo de 2011, dentro del punto de ruegos y preguntas, el demandante exhibió a la mesa de la Asamblea, una serie de borradores de actas del Consejo Rector de fechas recientes, cuando ya no ostentaba el cargo de Presidente.

Como posible vía de acceso del Sr. XXXXX a dichos borradores se señala por la cooperativa en su escrito igualmente a la doña XXXXX, al ser la única persona que tendría acceso a los archivos informáticos de aquéllos y que habría puesto a disposición del demandante.
OCTAVO.-   Contesta en este punto la cooperativa a la posible incompatibilidad alegada por el demandante en la persona del actual presidente, señalando que aquel presenta una actitud de confrontación y beligerancia. Además se argumenta por la sociedad demandada que la mayoría que rechazó el recurso fue muy amplia, y que de igual manera el vigente presidente recibió un respaldo social mayoritario, de manera que estamos ante decisiones válidas de órganos soberanos y no sujetas a posibles arbitrariedades individuales.
Por lo anterior, señala la cooperativa que de considerar el socio demandante que existe esa incompatibilidad existen vías previstas legal y estatutariamente para hacer valer sus pretensiones y no la de este procedimiento arbitral.
NOVENO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la Cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito formulado por la socia de demanda, confirmando íntegramente la resolución de la Asamblea General que ratificaba la resolución del Consejo Rector sobre el expediente sancionador incoado contra don XXXXX.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 22 de febrero de 2013, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento             DON XXXXX, con la asistencia letrada de D. XXXXX, colegiado nº XX del ICA de Cuenca, cuyo apoderamiento se realizó apud acta ante este Árbitro; así como de la parte demandada   COOPERATIVA XXXXXX,  representada en este acto por el presidente del Consejo Rector, DON XXXXX, y con la asistencia letrada de D.XXXXX, colegiado nº XX del ICA de Albacete, cuyo apoderamiento apud acta se realizó igualmente ante este Árbitro.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, aportando en dicho momento al procedimiento copia del procedimiento seguido contra doña XXXXX como trabajadora asalariada de la cooperativa para efectuar su despido disciplinario y posterior resolución judicial del mismo:

· Escrito de 28 de abril de 2011 notificando el inicio de un expediente sancionador a la trabajadora asalariada.
· Escrito de 9 de mayo de 2011 notificando la resolución del Consejo Rector por el que se acordaba el despido por causas disciplinarias de la trabajadora.

· Sentencia de 30 de septiembre de 2011 del Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca por el que se declaraba el despido como improcedente, dando opción a la cooperativa entre su readmisión o el abono de una indemnización de 14.723,36 euros.

· Sentencia de 23 de marzo de 2012 de la Sala Social del TSJ de Castilla-La Mancha por el que se resolvía el recurso de suplicación interpuesto por la cooperativa, que ratificó la resolución del juzgado.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa y aportó nueva prueba documental, consistente en:

· Declaración jurada suscrita por la otra empleada de la cooperativa doña XXXXXX, de fecha 07 de febrero de 2013, renunciando por ello a la testifical de la misma que se pedía en el escrito de contestación.
· Escrito de fecha 27 de febrero de 2012 por el que se notificaba por la cooperativa nuevo despido objetivo por causas económicas contra don XXXXX.

· Auto de fecha 25 de mayo de 2012 del Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca por el que se desestimaba el incidente de readmisión irregular planteado por D. XXXXX, y por el que tras realizar las reducciones derivadas sobre la indemnización y salarios de tramitación debidos por la cooperativa se deriva un saldo deudor del socio con la cooperativa de 2.161,64 euros.
· Auto de 24 de septiembre de 2012 del Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca por el que se despacho orden general de ejecución a favor de la sociedad cooperativa contra el Sr. XXXXX por un valor de 2.161,64 euros de principal, más otros 129,69 euros fijados provisionalmente como intereses, más los que pudieran devengarse, y las costas de la misma por valor de 216,16 euros.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba solicitados por las partes, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 30 de septiembre de 2011, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


La elección de la modalidad en equidad se justifica en que la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil se define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, haciendo remisión expresa entre otras a la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales o autonómicas, como sucede en el presente caso.

CUARTO.-  Sobre el objeto del procedimiento y la nulidad del acuerdo asambleario que rechazó el recurso interpuesto por el socio demandante.
Articula su primer motivo el escrito de contestación formulado por la representación letrada de la cooperativa sobre los límites y valoraciones a adoptar por el Árbitro en cuanto a la calificación de la Asamblea General y el acuerdo adoptado en ésta que es objeto de este procedimiento.
Parte el demandante don XXXX en su escrito de demanda de un error muy común en el sector cooperativo y que se reitera en las impugnaciones dirigidas contra sanciones disciplinarias, dado que olvida que la propia Ley 11/2010 en su artículo 38, letra a), señala que la facultad sancionadora es competencia indelegable del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en la letra c) del mismo precepto únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de los acuerdos de sanción, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.
Atribución competencial que se ratifica en el vigente artículo 19 de los Estatutos Sociales que establece que la facultad de sancionar es competencia indelegable del Consejo Rector, exigiéndose para ello expediente instruido al efecto y con la audiencia al interesado.

Por lo expuesto, lo relevante y objeto del presente arbitraje no puede ser el acuerdo asambleario que desestima la impugnación, sino la resolución del Consejo Rector de fecha 3 de junio de 2011 por la que concluyó el expediente sancionador imponiendo una sanción pecuniaria de SEIS MIL EUROS (6.000,00 €) al demandante, que es la que se impugna en la Asamblea de fecha 31 de agosto de 2011, debiendo valorarse detalladamente la previa tramitación del referido expediente, de manera que no pueden tomarse por este Árbitro en consideración las alegaciones que la cooperativa plantea sobre el correcto desarrollo de la reunión de su órgano soberano y la nulidad o anulabilidad de los acuerdos en una Asamblea, por no ser objeto de debate.
Para salvaguardar el principio de presunción de inocencia en la imposición de de sanciones societarias es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38 b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, pero como señala acertadamente el letrado de la cooperativa en la jurisprudencia aportada en su extenso escrito, el Tribunal Constitucional faculta un control judicial – arbitral en este caso – que debe limitarse a determinar si se han respetado todas las reglas de competencia y forma en el expediente sancionador y si existe o no base razonables para el acuerdo sancionador.
Otras sentencias aportadas por la representación de la cooperativa delimitan aún más la labor de control a posteriori del poder disciplinario dentro de la persona jurídica, como la SAP Zaragoza de 4 de noviembre de 2011 al establecer que “el control judicial se produce cuando la dirección de la persona jurídica se aparta de su propia normativa o contraviene normas imperativas del ordenamiento jurídico o bien atenta a principios o derechos constitucionales…”
Todo ello, y siguiendo la misma línea argumental de la cooperativa, obliga a este órgano arbitral a hacer un examen del respeto a las garantías constitucionales y legales que se deben amparar dentro de cualquier procedimiento sancionador - que se asimilan a las previstas para los procedimientos penales - cuando se dirige contra un socio, y que cuyo incumplimiento o infracción nunca pueden ser defendibles o convalidados en base a un alegado poder de autoorganización que la persona jurídica ostenta o que se apruebe o ratifique la resolución por la mayoría, o incluso cuando esta se dé con la unanimidad de sus miembros, en cualquiera de los distintos órganos sociales de una cooperativa, porque estaríamos en este caso ante la subversión del contenido del segundo principio cooperativo cuyo contenido es la Gestión democrática por parte de los socios. Este principio es uno de los más consubstanciales a la propia esencia de una sociedad cooperativa, pero no puede dar carta de naturaleza o validez jurídica alguna a posibles conductas arbitrarias de cualquier entidad cooperativa o de sus órganos sociales, contra si o contra sus socios o terceros.
Debemos ceñirnos entonces a que se respeten los principios constitucionales como el derecho a la tutela judicial efectiva en su artículo 24.1 CE, que es obligado poner en relación con el principio acusatorio, que si bien no aparece recogido de forma expresa en la Carta Magna; sin embargo, se encuentra íntimamente ligado con otros derechos fundamentales de forma genérica, y de forma específica, con el derecho de todo acusado a ser informado de forma detallada del motivo de la acusación, es decir, de los hechos materiales por los que se le acusa y sobre los que se basa la acusación y versa el juicio contradictorio en la vista oral, así como de la calificación jurídica atribuida a esos hechos, para poder hacer valer por el socio el principio de contradicción frente a los hechos que se le imputan.
Si bien a este procedimiento arbitral le compete únicamente revisar y valorar los hechos en su vertiente interna, que en su condición de socio de la cooperativa tiene para el demandante como motivo bastante por el que se le sanciona, este Árbitro no puede dejar de tomar en su valoración los hechos ya probados recogidos en las sentencias judiciales tras haberse sometido a contradicción en vía jurisdiccional y que las partes han incorporado voluntariamente a este expediente como medios de prueba en apoyo a sus pretensiones, ni volver sobre aspectos que ya tienen carácter de cosa juzgada no sólo en una primera instancia, sino que además se han visto revisados en una instancia judicial superior, para finalmente señalar que sobre los hechos objeto de este arbitraje además existe una plena identidad de sujetos, infracciones presuntamente realizadas y argumentos que se han reproducido tanto en los dos expedientes sancionadores resueltos contra el socio demandante y la empleada de la cooperativa, como también en los dos procedimientos judiciales seguidos.
QUINTO.-  Sobre la imputación a D. XXXXX de conductas tipificadas como infracción muy grave en el artículo 17 en sus letras d) y e) de los Estatutos.
Este procedimiento arbitral, como lógica consecuencia a los planteamientos garantistas establecidos en el apartado anterior, tiene por objeto principal resolver sobre el respeto a las garantías procedimentales tanto de fondo como de forma para la imposición de una sanción disciplinaria al socio de una cooperativa por realizar conductas que por sí y/o en connivencia con una empleada en perjuicio de la entidad, junto con la razonabilidad y justificación de la misma.
Evidentemente, el hecho objetivo fundamental sobre el que pivota el procedimiento sancionador, como son la existencia de los dos escritos manuscritos dirigidos por don XXXXX a la cooperativa en fecha 16 de abril de 2011 y 20 de abril de 2011, en los que respectivamente solicitaba la entrega de la documentación y puesta a disposición de la indemnización derivada de su despido objetivo y en el segundo escrito, en el que al amparo del derecho de información del que es titular en su calidad de socio, requería el acceso a los libros registro de actas de la Asamblea General y del Consejo Rector (documentos números 6 y 7 de la demanda) son documentos reales, cuya veracidad fáctica no se ha impugnado por ninguna de las partes, y constando en ellos el sello de la entidad y el recibí de la empleada de la cooperativa, con su firma y número de DNI, dando fe así de la efectiva entrega y de la certeza de su fecha de entrega y contenido, es decir, doña XXXXX actuando en nombre de la entidad XXXX otorga plena validez y presunción de veracidad como registro de dichos escritos, sin perjuicio de su eventual responsabilidad laboral y/o disciplinaria por conductas que retrasaran o impidieran el posterior o simultáneo ejercicio de sus facultades y derechos por parte de la empresa para la que presta sus servicios laborales.
La propia sentencia del Juzgado de lo Social Nº 1 - que dio en primera instancia la razón a la Cooperativa sobre el despido del demandante -, al considerar que dicha decisión estaba justificada sin que concurrieran defectos de forma y absolviendo a la empresa, en su hecho probado Tercero otorgó plena veracidad y existencia al escrito interpuesto el día 16 de abril de 2011, añadiendo de forma expresa que “recogiendo doña XXXXX dicho escrito y poniéndolo en la carpeta de la junta rectora para su comunicación, tal como hacía con otros escritos dirigidos a la misma.” 
Continuó la resolución judicial estableciendo como hecho probado que el día 19 de abril la empleada puso en conocimiento del asesor jurídico de la cooperativa que no se había puesto a disposición del socio el importe de la indemnización mediante la transferencia, “ y tras informarse dicho asesor que lo que se había realizado era un cheque y que estaba en poder del gestor procedió a la subsanación, dando las órdenes oportunas para la emisión de la transferencia..”.
Abundando en esta línea argumental, la sentencia del TSJ que revoca la anterior decisión judicial señala en su fundamento de derecho Tercero como causa fundamental y única para declarar como improcedente el despido objetivo efectuado el 16 de abril de 2011, el hecho probado de que la cooperativa no hubiera alegado en su escrito de comunicación del despido la “imposibilidad de puesta a disposición de la indemnización, sino que, por el contrario, se dice < simultáneamente a la presente comunicación ponemos a su disposición…>”, junto con el hecho de que también se recogía en el burofax que la cantidad de indemnización se había hecho efectiva mediante transferencia bancaria a la cuenta del socio, es decir, hace recaer sobre la cooperativa como empresario la exclusiva responsabilidad de la declaración de improcedencia dado que en su comunicación no usó del “supuesto de alegación de imposibilidad de puesta a disposición simultánea de la indemnización por la situación económica”, unido a que en la comunicación se expresaba el empleo de una transferencia como medio de pago y lo que realmente se había previsto como medio de pago era un cheque.
Todas estas afirmaciones privan de veracidad las afirmaciones del Consejo Rector en su escrito de inicio del expediente sancionador, cuando señala que los documentos manuscritos del demandante tenían por objeto perjudicar los intereses de la cooperativa a favor del demandante, dado que el socio – actuando como trabajador asalariado en este supuesto – hace uso de las garantías y requisitos fijados en las  normas legales en su ejercicio del derecho de defensa.
De hecho, la cooperativa realiza un nuevo despido objetivo en fecha 27 de febrero de 2012 contra don XXXXX, y en este caso respetando detalladamente los requisitos legales, por lo que opera dicha extinción con plena validez, lo cual demuestra que el rechazo jurisdiccional no se había producido por carecer de motivos fundados, sino por el no respeto de la cooperativa de los requisitos legales.
Las resoluciones judiciales también refutan de plano las dudas planteadas por la cooperativa en su expediente disciplinario sobre la realidad de las fechas de la efectiva recepción de los escritos formulados por don XXXXX, dando pleno reconocimiento a todos los efectos a las fechas que aparecen como recibí en aquéllos, así como rechazando cualquier carácter fraudulento a las actuaciones llevadas a cabo por el demandante.
SEXTO.-   Sobre la imputación a Dña. XXXXX de connivencia con  D. XXXXX para facilitar a éste último el derecho de defensa en el procedimiento entablado contra la sociedad cooperativa.
Como ya se mantuvo en el apartado anterior, si existe la posibilidad de señalar un posible responsable por los perjuicios que supuestamente se causan a la cooperativa por retrasos o conductas obstruccionistas en la tramitación de la documentación entregada a la entidad, esta persona debía ser doña XXXXX, tanto por su posición en las labores de administración de la cooperativa, como dado que con su firma vincula la recepción y posterior puesta en conocimiento o entrega  de aquélla  a  los órganos sociales y asesores externos de la cooperativa.
Ante la situación alegada, la cooperativa instruyó también un expediente sancionador contra esta trabajadora, que desembocó en su despido disciplinario. Dicha extinción se consideró improcedente por el Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca en su sentencia de fecha 30 de septiembre de 2011, dado que como se dedujo de la prueba practicada en el acto del juicio no se acreditaron los hechos imputados a la trabajadora en el expediente disciplinario y posterior carta de despido.

De igual forma que en el procedimiento judicial seguido contra don XXXXX, en la sentencia se otorga plena verosimilitud a sus escritos manuscritos en los días 16 y 20 de abril de 2011, así como a sus fechas de recepción, pero es que además en el fundamento de Derecho Cuarto señala literalmente que “Tampoco queda acreditado que el asesor jurídico desconociera los hechos hasta el día 25 de abril, pues de sus propias palabras vertidas en el acto del juicio se desprende que ya tenía conocimiento de que se había producido el despido objetivo el día 19…”, y de manera aún más expresa señala este órgano judicial que “ tampoco ha quedado acreditado que existía connivencia entre don XXXXX y la trabajadora despedida, pues la prueba practicada no se desprenden tales extremos, sino todo lo contrario la trabajadora se limitó a hacer su trabajo como habitualmente lo venía desempeñando, y es más fue ella quien dio la alerta al abogado del 19 de que a don XXXXX lo habían despedido y que no le había abonado la indemnización….”. 
Aspectos y afirmaciones todas ellas ratificadas por la Sala Social del TSJ de Castilla-La Mancha en la resolución del recurso de suplicación interpuesto por la cooperativa contra la sentencia en primera instancia.
De lo expuesto queda más que delimitada el ámbito de las responsabilidades directas de la cooperativa y de sus asesores externos, que habrían conducido a la revocación judicial del primer despido operado contra don XXXXX, sin que quepa imputar autoría a título principal o colaboración necesaria alguna por acción u omisión ni a doña XXXXX como trabajadora de la entidad XXXXX,  ni por extensión al socio demandante.
SÉPTIMO.-   Sobre la imputación a D. XXXXX y a Dña. XXXXX en la tenencia del socio de borradores de actas del Consejo Rector, siendo éstas posteriores a su cese como presidente del mismo.
Este órgano arbitral en primer lugar debe liberar de toda imputación a la trabajadora de la entidad Sra. XXXXX, dado que el Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca de forma literal establece en su fundamento de derecho Cuarto que: “ Tampoco queda acreditado el que la trabajadora facilitase datos de actas de las reuniones del consejo rector a don XXXXX, en las que no participó don XXXXX, ni tampoco otros documentos de la cooperativa o le facilitase información en perjuicio de la entidad, tratándose meramente de una suposición, que en ningún momento ha quedado probada. ”
Descartada la posible colaboración por parte de la Sra. XXXXX en la presunta entrega de borradores de actas del Consejo Rector, que fueran de fechas posteriores al cese del demandante como presidente, y que habría intentado hacer valer ante la Asamblea General de fecha 31 de mayo de 2011, tal como señala la cooperativa en el punto sexto de la contestación a la demanda, surgen diversos interrogantes, porque dado que no ha existido colaboración probada por la trabajadora no se ha planteado por la sociedad otra posible vía de acceso a la documentación del Consejo Rector, que según se señalaba eran unos “borradores de actas del Consejo Rector de fechas recientes, cuando ya no ostentaba el cargo de Presidente.”
Habiéndose procedido a interrogar repetidamente por este Árbitro a ambas partes contendientes sobre aspectos o fechas que identificaran la documentación que indebidamente se encontraría en poder de don XXXXX, el presidente del Consejo reconoció que no se habían entregado esos borradores a la mesa de la Asamblea ni fue capaz tampoco de señalar bien por los asuntos tratados en dichos borradores o bien por las fechas de los mismos, algún tipo de indicio que acreditara la existencia de una indebida posesión de documentación societaria. 
Por parte de don XXXXX se expresó que se trataba de actas correspondientes al período de vigencia de su cargo dentro del Consejo y que había hecho uso de los mismos para defender su gestión, al tratarse en la referida Asamblea de asuntos cuya decisión se adoptó en dicho período. 
De la lectura del documento número 12 del escrito de contestación aportada por la sociedad cooperativa, que es copia parcial del acta de la Asamblea General de 31 de mayo de 2011, en su punto 4 de Ruegos y preguntas, se recoge y a continuación se transcribe literalmente lo siguiente:
“El Sr. Presidente toma la palabra para realizar distintas críticas a la gestión del anterior  presidente, y así explica lo acontecido en los casos de impago de XXXXX, sobre la venta de vino rosado de XXXX, y sobre una subvención que no se justificó en forma.

D. XXXXX, responde a estas críticas, y señala su versión sobre los hechos referidos por el Sr. Presidente, y en definitiva señala, que las ventas las hacía el Consejo, y no él sólo. Y que la subvención aludida no se ha perdido. El citado socio también pretende aportar una serie de actas del Consejo Rector, y por parte de la mesa de la asamblea se le comunica que no es posible incorporar estos documentos al acta de la asamblea, sin perjuicio, que pudiera leerlos, o que quiera que se haga constar en acta su intervención.”
De lo expuesto en el testimonio que sobre los hechos redacta y reconoce como ciertos la propia sociedad en el acta, se desprende que la controversia era sobre materias y asuntos que habían acaecido durante el mandato del demandante como presidente y que habiendo solicitado el Sr. XXXXX la incorporación de dichas actas o borradores – sin que existiera por ello ninguna voluntad de ocultación -, la propia mesa rechazara su inclusión, de ahí que la carga de la prueba respecto al ilegítimo origen de la documentación o que se tratara de asuntos posteriores a su cese no se ha acreditado por la cooperativa.
El verdadero aspecto a juicio de este Árbitro reprochable y por ello sancionable como falta muy grave, aunque incorrectamente tipificada por la Cooperativa en su expediente disciplinario, no es la posible connivencia con una trabajadora en el acceso a unos documentos, afirmación no probada por otra parte, o que se produzca el alegado descredito social de la entidad, ni tampoco que se haya producido la falsificación de ningún documento, afirmaciones igualmente no probadas; en realidad estamos ante una conducta con la que está sobrepasando de forma deliberada su condición de socio, habiendo reconocido el demandante el hecho de que como miembro del Consejo Rector tenga aún documentación societaria, habiendo cesado ya en su cargo social, conducta con la que incumple el apartado 4 del artículo 67 de los Estatutos, según el cual: “Los libros y demás documentos de la cooperativa estarán bajo la custodia, vigilancia y responsabilidad del Consejo Rector, que deberá conservarlos, al menos, durante los seis años siguientes a la transcripción de la última acta (…)”; debiendo ponerse en relación con la letra h) del artículo 17 de la norma social:

“h) La usurpación de funciones del Consejo Rector, de cualquiera de sus miembros, o de los Interventores.”
El hecho probado por las propias afirmaciones del socio Sr. XXXXX de que no desempeñando ya cargo social alguno esté en posesión de copia y/o archivo con las actas o documentación que obtuvo o que pudiera haber custodiado como miembro del Consejo Rector, obliga a dicho socio  primeramente a hacer entrega inmediata de la totalidad de los documentos que pudiera poseer a la sociedad XXXXX, pero además esa conducta debe ser sancionada, tomando en consideración la gravedad y los posibles perjuicios que se pudieran causar a la Cooperativa, que en su conjunto se debe valorar en su grado mínimo dicha gravedad.

Todo lo expuesto sin perjuicio del derecho de información que como socio ordinario le ampara al Sr. XXXXX ante posibles imputaciones o exigencias de responsabilidad en el desempeño de su anterior cargo como presidente.
OCTAVO.-  Sobre la incompatibilidad alegada del actual presidente de la cooperativa y la actual situación societaria del demandante.
Como se ha venido expresando, este arbitraje no va a entrar en estas alegaciones por no ser objeto del procedimiento, pero si se debe señalar, porque así constan en el mismo, que sobre la alegada incompatibilidad de don XXXXX como presidente del Consejo si le es exigible la clarificación ante los socios de la entidad cooperativa de su actual situación, bien como trabajador asalariado o como administrador único de la mercantil  XXXX por cuanto el artículo 11 apartado 6 de los Estatutos de manera expresa establece entre las obligaciones de los socios está la de “No realizar actividades competitivas con las actividades empresariales que desarrolle la Cooperativa, ni colaborar con quién las realice, salvo autorización expresa del Consejo Rector.”; y de los términos literales que se recogen en el acta de la Asamblea donde se acordó su nombramiento, que es testimonio veraz de las afirmaciones vertidas en aquélla, sus afirmaciones a los socios no son coincidentes con lo que de la documentación mercantil se ha acreditado en el procedimiento.
En relación a la documentación que señala que existe a la fecha de este arbitraje de una orden de ejecución y embargo contra el socio demandante Sr. XXXX por parte del Juzgado de lo Social Nº 1 de Cuenca a favor de la cooperativa XXXXX, y dado el incumplimiento del abono de diversas cantidades, sin perjuicio de que se puedan efectuar las retenciones por la sociedad a que hubiera lugar de créditos que tuviera frente al socio o haciendo valer la citada orden frente a bienes y derechos del socio deudor, simultáneamente podría esta conducta ser susceptible de sanción disciplinaria en el ámbito societario, calificándose en su caso como una falta muy grave por aplicación del artículo 17, letra j), en base al incumplimiento persistente y reiterado de las obligaciones económicas con la Cooperativa, así como el incumplimiento de los apartados 2, 8 in fine y 12, todos ellos del artículo 8 de los Estatutos que fija el contenido de las obligaciones de los socios.
NOVENO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en equidad, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por don XXXXX frente a la entidad cooperativa XXXXX, decretando así la NULIDAD PARCIAL del acuerdo del Consejo Rector de fecha tres de junio de dos mil once por el que se impuso al socio demandante una sanción pecuniaria de SEIS MIL EUROS (6.000 €) dejando sin efecto los Hechos Primero hasta el Octavo de aquel, manteniendo únicamente vigente el Hecho Sexto, interpretado en los términos  del Fundamento Séptimo del presente Laudo, por lo que se reduce la sanción impuesta hasta la cuantía mínima establecida para las faltas muy graves en la norma estatutaria, resultando así una sanción pecuniaria de MIL DOSCIENTOS UN EUROS (1.201 €), sin perjuicio de la obligación para el socio don XXXXX de hacer entrega con carácter inmediato a la sociedad cooperativa de toda aquella documentación social y/o contable de la entidad que estuviera aún en su poder y que no le fuera atribuible por su mera condición de socio.
Igualmente se procede a dejar también sin efecto el acuerdo del orden del día de la Asamblea General celebrada el día treinta y uno de agosto de dos mil once, en los mismos términos y límites que los aplicados a la resolución del Consejo Rector en el párrafo anterior, otorgando plena validez al resto de acuerdos adoptados y respecto de la propia celebración de la referida Asamblea. 
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a diecinueve de abril de dos mil trece.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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